ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DERIVADA DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN / RAMA JUDICIAL / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA INSTANCIA

Como dentro de la controversia está una entidad pública, la Nación (artículos 82 y 149 del Código Contencioso Administrativo), el conocimiento de la misma corresponde a esta jurisdicción, siendo esta Corporación la competente para conocer del presente asunto, toda vez que el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 2 del Decreto 597 de 1988 y modificado por el artículo 37 de la Ley 446 de 1998, le asigna el conocimiento en segunda instancia, entre otros asuntos, de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por parte de los tribunales administrativos , la que para el caso se restringe a aquellos puntos desfavorables al recurrente, de conformidad con lo establecido en el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar auto de 9 de septiembre de 2008, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, Exp. 11001-03-26-000-2008-00009-00.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 82 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 149 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 129 / LEY 446 DE 1998 – ARTÍCULO 37 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 357 / DECRETO 597 DE 1988 – ARTÍCULO 2 

PRELACION DE FALLO / PROCEDENCIA DE LA PRELACIÓN DE FALLO / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DERIVADA DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD 

Así mismo, se advierte que la decisión de darle prelación al presente caso, obedece a lo acordado por la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación el pasado 25 de abril de 2013, ocasión en la que se decidió que los expedientes que están para fallo en relación con daños causados por privaciones injustas de la libertad –entre otros temas-, pueden decidirse por las Subsecciones, sin sujeción al turno. 
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA / NACIÓN / FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN / POLICÍA NACIONAL 

Respecto de la legitimación en la causa por pasiva, la Sala considera que en la alegada privación participó la Fiscalía General de la Nación y la Policía Nacional. Ahora, independientemente de que la demanda se haya dirigido contra la Fiscalía General de la Nación o la Policía Nacional, la legitimada siempre es la Nación, que es la persona jurídica a la cual representan los mencionados órganos, lo cual no obsta para que, de acuerdo con lo probado en el expediente, se designe a uno de ellos o a los dos como el centro de imputación de la condena, en función de su participación en los hechos dañosos. En ese orden, se revocará la sentencia de primera instancia, en el sentido de considerar probada la legitimación en la causa de las demandadas. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 28 de septiembre de 2012, Exp. 22253, C.P. Danilo Rojas Betancourth. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DERIVADA DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / PRESUPUESTO PROCESAL / CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL / SENTENCIA ABSOLUTORIA

Teniendo en cuenta que la decisión de absolver a la demandante quedó ejecutoriada el 23 de diciembre de 2005 (…) y que la demanda se presentó el 15 de junio de 2006 (…), fuerza concluir que lo fue en el bienio prescrito en el numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.
FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 136 NUMERAL 8

VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA DOCUMENTAL / COPIA SIMPLE / BUENA FE / LEALTAD PROCESAL / VALOR PROBATORIO DE LAS COPIAS SIMPLES / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL / PROCESO PENAL 

Vale precisar que si bien se aportó copia auténtica del proceso penal adelantado en contra de la actora (…), lo cierto es que dentro de las mismas no se encuentra el fallo absolutorio del 14 de diciembre de 2005, proferido por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia, aunque sí su constancia de ejecutoria (…). Ahora, como se cuenta con las copias simples del referido fallo (…), la Sala las valorará, en línea con lo definido por la Sección en forma unificada. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 28 de agosto de 2013, Exp. 25022, C.P. Enrique Gil Botero.

VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA DOCUMENTAL / PRUEBA TRASLADADA / BUENA FE / LEALTAD PROCESAL / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TRASLADADA / CONTRADICCIÓN DE LA PRUEBA / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL / PIEZAS PROCESALES / PROCESO PENAL 

[L]a Sala tiene establecido que las pruebas trasladadas podrán valorarse siempre que se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con audiencia de ella. En el sub lite, es claro que la parte actora las pidió, luego pueden valorarse aún en contra de ella. Además, como el centro de imputación en el sub lite es la Nación y quien practicó las pruebas también fue esa misma persona, a través de la Fiscalía General de la Nación, es claro que también pueden valorarse en contra de la demandada, tal como lo tiene establecido esta Sección para este tipo de pruebas. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 8 febrero de 2012, Exp. 22943, C.P. Hernán Andrade Rincón y sentencia del 11 de septiembre de 2013, Exp. 20.601, C.P. Danilo Rojas Betancourth.

DAÑO ANTIJURÍDICO / ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / CONFIGURACIÓN DEL DAÑO ANTIJURPIDICO / HOMICIDIO AGRAVADO / SECUESTRO AGRAVADO / HURTO AGRAVADO / DAÑO EN BIEN AJENO

Con el fin de abordar integralmente la problemática que supone el recurso de apelación interpuesto, la Sala analizará la demostración del daño, toda vez que se trata del primer elemento que debe dilucidarse para establecer la responsabilidad extracontractual del Estado, de manera que, resuelto el tema relativo a la afectación de los intereses de la actora que se alega en la demanda, se entrará a estudiar la imputación. En el sub lite, el daño alegado por la demandante se concretó en la afectación a su derecho de libertad, durante el tiempo que estuvo privada de la misma, en el marco del proceso penal como presunta autora de los delitos homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, en el cual fue capturada y recluida en un establecimiento penitenciario.

CLÁUSULA GENERAL DE RESPONSABILIDAD / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / IN DUBIO PRO REO / ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 

En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que éste puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 19 de abril de 2012, Exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón y sentencia del 23 de agosto de 2012, Exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón. 

CLÁUSULA GENERAL DE RESPONSABILIDAD / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / IN DUBIO PRO REO / ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 

Así, la Sala ha considerado  que si bien el artículo 68 de la Ley 270 de 1996 se refiere a la responsabilidad patrimonial del Estado en los eventos en los cuales la actuación de cualquiera de sus ramas u órganos hubiera sido “abiertamente arbitraria”, dicha disposición no excluye la aplicación directa del artículo 90 de la Constitución para derivar el derecho a la reparación cuando los daños provienen de una actuación legítima del Estado, adelantada en ejercicio de la actividad judicial, pero que causa daños antijurídicos a las personas, en tanto, estos no tengan el deber jurídico de soportarlos, como sucede con todos aquellos daños que sufren las personas que son privadas de la libertad durante una investigación penal, a pesar de no haber cometido ningún hecho punible, siempre que la víctima no haya actuado con dolo o culpa grave. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 6 de abril de 2011, Exp. 21653, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 

FUENTE FORMAL: LEY 270 DE 1996 – ARTÍCULO 68 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 90

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / IN DUBIO PRO REO / ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO  

[A] más de los supuestos previstos en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, es posible declarar la responsabilidad del Estado por el hecho de la detención preventiva de ciudadanos ordenada por autoridad competente frente a aquellos eventos en los cuales se causa al individuo un daño antijurídico aunque el mismo se derive de la aplicación, dentro del proceso penal respectivo, del principio in dubio pro reo. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto ver sentencia del 17 de octubre de 2013, Exp. 23354, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 

FUENTE FORMAL: DECRETO 2700 DE 1991 - ARTÍCULO 414

CAUSALES EXCLUYENTES DE RESPONSABILIDAD ESTATAL / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DERIVADA DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / ACCIÓN DE LA VÍCTIMA / OMISIÓN DE LA VÍCTIMA / CULPA GRAVE / DOLO 

Por su parte, en cuanto a la exoneración de responsabilidad de la entidad demandada, cabe decir que aquella se dará siempre y cuando se demuestre que existió un hecho exclusivo de la víctima por dolo o culpa grave.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DERIVADA DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / IN DUBIO PRO REO / SENTENCIA ABSOLUTORIA 

Vale recordar que la aplicación del principio de in dubio pro reo es aplicable siempre que la absolución se presente por la presencia de una duda razonable, la que surge luego de contrastarse medios de igual peso probatorio que, valorados en conjunto, impiden arribar a la certeza sobre la responsabilidad penal del acusado, de manera que la balanza debe inclinarse a su favor. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 29 de agosto de 2013, Exp. 27536, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 

PROCESO PENAL / POLICÍA JUDICIAL / FACULTAD DE LA POLICÍA JUDICIAL / PRÁCTICA DE PRUEBA / FLAGRANCIA / SOLICITUD DE PRUEBAS / VALOR PROBATORIO DE LA INDAGATORIA – Rendida ante la Fiscalía en vigencia del Decreto Ley 2700 de 1991 / CONFESIÓN – Bajo las reglas normativamente establecidas

Del contenido de los artículos citados y de lo expuesto por la Corte Constitucional, es posible concluir que a la policía judicial, en vigencia del Decreto Ley 2700 de 1991, le era dable practicar pruebas, entre otras, recibir versiones libres, sin que mediara providencia de la autoridad judicial que la autorizara, en los casos de (i) flagrancia y en el sitio de los hechos y (ii) cuando el imputado la solicitara voluntariamente. Además, se imponía para la legalidad de esas pruebas que se practicaran con la presencia de abogado defensor y bajo la advertencia de la garantía constitucional del artículo 33 Superior. Finalmente, el artículo 322 citado sólo daba alcances de confesión a las versiones libres rendidas ante autoridades o unidades de fiscalía, pero no así ante la policía judicial, lo cual resultaba acorde con lo dispuesto en el artículo 296 ejusdem. Vale recordar que las dos primeras autoridades difieren de la última, aunque todas intervienen en las investigaciones penales, en los términos del artículo 320 del pluricitado decreto ley. 

FUENTE FORMAL: DECRETO LEY 2700 DE 1991 – ARTÍCULO 322 / DECRETO LEY 2700 DE 1991 – ARTÍCULO 296 / DECRETO LEY 2700 DE 1991 – ARTÍCULO 320 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 33

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DERIVADA DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / MEDIDA DEASEGURAMIENTO / FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN / SENTENCIA ABSOLUTORIA / IN DUBIO PRO REO / RESPONSABILIDAD OBJETVA / PRESUNCIÓN DE INOCENCIA – Se mantuvo incólume  

Por lo expuesto, es claro que la privación de la libertad decretada por la Fiscalía General de la Nación satisfizo las exigencias legales; por lo tanto, la absolución sobrevino por las dudas que advirtió el juez penal en las pruebas obrantes, de las cuales no pudo derivar la certeza necesaria para condenar a la actora. En esos términos, en línea con la jurisprudencia de esta Corporación se configuraría el título de imputación objetiva por privación injusta por in dubio pro reo, evento donde resulta procedente la declaratoria de responsabilidad extracontractual, en tanto la presunción de inocencia se mantuvo incólume y, por consiguiente, la medida de privación de la libertad es injusta; sin embargo, es necesario descartar si la conducta de la implicada dio lugar a la privación por su comportamiento gravemente culposo o doloso. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 17 de octubre de 2013, Exp. 23354, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.   

CAUSALES EXCLUYENTES DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA / ACCIÓN DE LA VÍCTIMA / OMISIÓN DE LA VÍCTIMA / CULPA GRAVE / DOLO / MEDIDA DE ASEGURAMIENTO LEGAL / CONCEPTO DE CULPA GRAVE / CONCEPTO DE DOLO / DERECHO CIVIL / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL 

Bajo esa línea, se tiene que el análisis de la conducta de la víctima no desconoce la absolución que en materia penal se dictó a su favor, pues en esta instancia no se hace un reproche de la culpabilidad desde la óptica penal, sino que se estudia la actuación de la víctima desde la noción de culpa grave o dolo, como causal eximente de responsabilidad con fundamento en los cánones que para ello trae el derecho civil. (…) En efecto, el artículo 63 del Código Civil dispone unos criterios orientadores para entender el dolo y la culpa, los que han sido desarrollados por esta Sala en sentencia del 18 de febrero de 2010. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 18 de febrero de 2010, Exp. 17933, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DERIVADA DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / FINES DE LA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / CONFIGURACIÓN DE LA CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA / FARC / TORTURA / GRAVE VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS / VERSIÓN LIBRE – Se rindió con plenas garantías procesales / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO / PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS
Como se observa, las versiones de la actora fueron contradictorias; sin embargo, su primera intervención llevó a pensar razonablemente a las autoridades en su participación en los hechos. Ahora, aun cuando la actora aseveró que esa versión la rindió bajo coacción, sus constantes contradicciones en hechos tan relevantes como su condición de subversiva y el conocimiento de miembros de las Farc, impiden concederle credibilidad por su sólo dicho a la denuncia de tortura. Vale recordar que esto último es posible en tratándose de víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, como ocurre con la tortura por parte de las autoridades públicas, dada la condición de vulnerabilidad de los afectados con esos delitos; sin embargo, está probado que la versión se rindió bajo todas las garantías constitucionales y, además, su apoderado de oficio bajo la gravedad de juramento desmintió esas afirmaciones. (…) Pues bien, vale recordar que existe un deber constitucional de todas las personas de colaboración con las autoridades judiciales (numeral 7 del artículo 95 de la Constitución Política). En esa medida, si bien nadie está obligado a declarar en su contra, se evidencia una culpa grave en los términos del artículo 14.6 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, referido a la no revelación oportuna a la autoridad judicial del hecho desconocido, esto es, la demandante no explicó en forma razonable, creíble y sostenida los motivos de sus permanentes contradicciones. Efectivamente, cambió sucesivamente sus versiones, actuación que contribuyó efectivamente a la causación del daño. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia del 2 de mayo de 2016, Exp. 40190, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 95 NUMERAL 7 / PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS – ARTÍCULO 14 NUMERAL 6
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD - Por homicidio múltiple agravado, secuestro, hurto / PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD - Sentencia penal absolutoria / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA - Configuración / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA - Versión de imputado incurrió en contradicciones

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejero ponente: RAMIRO PAZOS GUERRERO
Bogotá, D.C., cinco (5) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 18001-23-31-000-2006-00390-01(44328) 

Actor: GLADYS HELENA BERRIO
Demandado: NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Temas: La Nación es la legitimada frente a sus órganos, en tanto es el centro de imputación jurídica por ser persona jurídica. Cuando se demanda a un órgano diferente al responsable extracontractualmente, se impone la absolución no su falta de legitimación; culpa exclusiva de la víctima, versiones contradictorias del implicado. 

Sin que se observe nulidad de lo actuado, la Sala procede a resolver el recurso de apelación presentado por la parte demandante en contra de la sentencia del 29 de marzo de 2012 del Tribunal Administrativo del Caquetá, que declaró probada la falta de legitimación de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional y negó las pretensiones de la demanda (fls. 238 a 252, c. ppal 2).

SÍNTESIS

Se demanda la responsabilidad extracontractual de la Nación por la actuación de la Fiscalía General de la Nación y el Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional que dio lugar a la presunta privación injusta de la libertad que padeció la señora Gladys Helena Berrío, como presunta autora de los delitos de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, a quien el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia absolvió por in dubio pro reo.

I. ANTECEDENTES

1. DEMANDA

El 15 de junio de 2006 (f. 17, c. ppal 1), la señora Gladys Helena Berrío
, en ejercicio de la acción de reparación directa, presentó demanda en contra de la Nación por la actuación de la Fiscalía General de la Nación y el Ministerio de Defensa-Policía Nacional (fls. 10 a 17, c. ppal 1)
.

1.1. Las pretensiones

La demandante solicitó las siguientes declaraciones y condenas (fls. 10 y 11, c. ppal 1): 

PRIMERA.- Que LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL, y LA NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, son responsables patrimonialmente de los perjuicios morales, daños a la vida de relación y perjuicios materiales que le fueron ocasionados a la demandante, con la detención física e injusta de la que fue objeto la señora GLADYS ELENA (sic) BERRÍO, desde el día 10 de diciembre de 2004 hasta el día 14 de diciembre de 2005, inclusive, por cuenta de la Fiscalía Primera Especializada de Florencia y Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia Caquetá, sindicada injustamente de las conductas punibles de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, que concluyó con sentencia absolutoria proferida por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia Caquetá, por cuanto las conductas investigadas no fueron cometidas por la sindicada. 

SEGUNDA.- Que como consecuencia de lo anterior, se condena  a LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL, y LA NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a reconocer y pagar por perjuicios morales a la demandante la siguiente suma de dinero: 

A GLADYS ELENA (sic) BERRÍO, en calidad de directamente perjudicado (sic) con la acción del Estado, el equivalente a 400 salarios mínimos mensuales legales vigentes, para la fecha de la sentencia o autor que apruebe la conciliación. 

TERCERA.- Que se condene a LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL, y LA NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN,  a reconocer y pagar a la demandante, los daños a la vida de relación la siguiente suma de dinero: 

A GLADYS ELENA (sic) BERRÍO, en calidad de directamente perjudicado (sic) con la acción del Estado, el equivalente a 200 salarios mínimos mensuales legales vigentes, para la fecha de la sentencia o auto que apruebe la conciliación. 

CUARTA.- Que se condene a LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL, y LA NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar a la señora GLADYS ELENA (sic) BERRÍO, los perjuicios materiales, traducidos en daño emergente y lucro cesante, consistente en los salarios o ingresos que dejó de percibir durante el período de detención física, los que se tasarán de acuerdo a los parámetros que más adelante determino, y los cuales estimo en una suma superior a OCHO MILLONES DE PESOS MCT ($8.000.000). (…)

QUINTA.- Las sumas así causadas devengarán los intereses previstos en el artículo 177 del CCA y se ejecutará en los términos establecidos en el artículo 176 del Código Contencioso Administrativo. 

SEXTA.- Sírvase señor magistrado ponente condenar en costas y agencias en derecho a la parte demandada, en los términos consagrados en el artículo 392 del Código de Procedimiento Civil.  

1.2. Los hechos

Las pretensiones se sustentan en la situación fáctica que se resume a continuación (fls. 11 a 13, c. ppal 1):

1.2.1. El 27 de agosto de 2001, la señora Gladys Helena Vasco fue condenada a prisión por el delito de rebelión por parte del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de los Andaquíes, Caquetá. Esa condena se cumplió el 10 de diciembre de 2004, fecha en la cual fue dejada a disposición de la Fiscalía Primera Especializada de Florencia, Caquetá, como presunta autora de los delitos de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daños en bien ajeno. 

1.2.2. Finalmente, el 14 de diciembre de 2005, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia absolvió a la actora, toda vez que la única prueba era una declaración extraproceso rendida por la accionante ante la Unidad Investigativa de la Policía Judicial de Armenia, Quindío, la cual, según lo dispone el artículo 280 del Código de Procedimiento Penal, no tiene valor probatorio. 

2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

2.1. La Nación-Fiscalía General de la Nación guardó silencio (fl. 171, c. ppal 1)
. 

2.2. La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional (fls. 156 a 160, c. ppal 1) propuso la falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que quien determinó la privación de la libertad fue la Fiscalía General de la Nación, en desarrollo de sus funciones. En todo caso, señaló que tampoco están reunidos los requisitos para declarar la responsabilidad extracontractual de las demandadas. 

3. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La Nación-Fiscalía General de la Nación sostuvo que no era posible declarar su responsabilidad, pues su actuación fue diligente y se ciñó a los postulados legales que la regulan. Igualmente, señaló que la detención de la actora se fundó en el alto grado de probabilidad de responsabilidad que indicaban las pruebas en su contra (fls. 180 a 183, c. ppal 1).

La parte actora y la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional reiteraron sus argumentos de la demanda y de la defensa (fls. 196 a 199 y 210 a 218, c. ppal 1).

II. LA SENTENCIA APELADA

Mediante sentencia del 29 de marzo de 2012, el Tribunal Administrativo del Caquetá declaró probada la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional y negó las pretensiones por falta de pruebas del daño y culpa exclusiva de la víctima, con la siguiente argumentación
:

5. Consideraciones (…)

5.2. Legitimación (…)

5.2.2. Parte demandada (…)

5.2.2.2. Ministerio de Defensa-Policía Nacional

Los hechos que dieron origen al presente proceso, iniciaron con la diligencia de versión libre que rindió la señora Gladys Helena Berrío en compañía de su defensor de oficio, ante funcionarios de la Policía Nacional Sección Quindío, en la cual manifestó que era integrante de las FARC y que había participado en la toma guerrillera del municipio de Curillo Caquetá; por tanto, fue dejada a disposición de la Fiscalía General de la Nación, entidad que adoptó la decisión mediante la cual se le restringió el derecho a la libertad, en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 250 Superior. 

Los miembros de la Policía Nacional cumplieron entonces funciones operativas más no dispositivas de la libertad; en consecuencia, se acoge la excepción de falta de legitimidad en la causa por pasiva alegada por el Ministerio de Defensa-Policía Nacional. (…) 

5.4. De la responsabilidad del Estado (…) 

5.4.1. Daño antijurídico (…) 

La Sala precisa, que si bien en la mayoría de las piezas procesales antes relacionadas se hace alusión a GLADYS HELENA VASCO BERRÍO, identificada con la cédula de ciudadanía n.° 24.605.117, como la persona procesada, de folios 612 a 616 del c. 2, obran los resultados de inspección judicial a las instalaciones de la Registraduría Nacional del Estado Civil, en la que se determinó que las huellas decadactilares tomadas a la investigada correspondían a la tarjeta decadactilar perteneciente a GLADYS HELENA BERRÍO, con c.c. n.° 24.605.714; de tal manera que pese a la diferencia en los apellidos y en la cédula, la investigada penalmente corresponde a la misma persona que promovió la presente acción. 

De la revisión efectuada al expediente allegado como prueba, se observa que se inició investigación contra la demandante, quien dijo pertenecer al Frente 49 de las FARC que operaba en los departamentos de Caquetá y Putumayo y haber participado en tal condición en la toma guerrillera al municipio de Curillo el 9 de diciembre de 1999. Estas premisas fácticas dieron lugar a que se adelantaran contra la señora GLADYS HELENA BERRÍO dos investigaciones así: (i) por el delito de rebelión, la cual culminó con sentencia expedida el 15 de enero de 2001, por el Juez Único Promiscuo del Circuito de Belén de los Andaquíes, en la cual fue condenada a 66 meses de prisión y, (ii) otra por los delitos de homicidio múltiple agravado en concurso con secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, tramitada por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia, sin que exista prueba sobre la manera como culminó dicho proceso penal, pues la sentencia aportada por la parte demandante obra en copia simple y al proceso no se allegaron copias auténticas de la misma, ni su constancia de ejecutoria. (…)

Acorde con lo expuesto, las copias simples allegadas no pueden ser valoradas probatoriamente y, por lo tanto, no puede la Sala determinar si se ha causado un daño antijurídico; por tanto, ante la ausencia de la misma, no es necesario analizar los demás elementos de responsabilidad, procediendo entonces a negar las pretensiones de la demanda. 

Empero lo anterior, si en gracia de discusión se diese valor probatorio a las copias simples allegadas, tendría que aceptarse demostrado el daño antijurídico, pero también se habrían tenido que negar las pretensiones de la demanda pues se observa de manera palpable una culpa exclusiva de la víctima que exime de responsabilidad a las entidades demandada. 

5.4.2. DE LA CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA 

Las dos investigaciones penales a que se hizo referencia anteriormente, iniciaron con la captura de la señora GLADYS HELENA BERRÍO el día 22 de julio de 2000; cuando miembros de la Policía del Quindío, luego de realizar labores de inteligencia en el barrio La Española de Circasia; la escucharon en versión libre y espontánea asistida por defensor de oficio (…). 

A esta diligencia realizada en vigencia del Decreto 2700 de 1991, la Fiscalía le otorgó pleno valor al proferir medida de aseguramiento el 31 de julio de 2000, por considerar que se ajustaba a lo dispuesto en el artículo 312 íd. 

Acorde con lo expuesto, se encuentra que la vinculación de la señora GLADYS HELENA BERRÍO a distintos procesos penales, entre ellos el que se estudia en este caso, obedeció a que inicialmente ella dice haber hecho una broma a un agente de policía y, luego rindió versión libre relatando con lujo de detalles los pormenores de la toma guerrillera efectuada el 9 de diciembre de 1999 al municipio de Curillo, Caquetá, que incluso dio lugar a que se le impusiera condena en prisión por el delito de rebelión. (…) 

Cuando la señora GLADYS HELENA BERRÍO renunció al derecho constitucional de no auto incriminarse y relató en presencia de su defensor la forma como se efectuó la toma guerrillera al municipio de Curillo –Caquetá- en la que reconoció su participación, dio lugar a que el Estado se exonerará de responsabilidad por la privación de la libertad que sufrió, pues dicha confesión fue la que puso en movimiento el aparato judicial. 

III. SEGUNDA INSTANCIA

1. RECURSO DE APELACIÓN

Inconforme con la decisión de primera instancia, la demandante interpuso recurso de apelación (fls. 261 a 268, c. ppal 2), con fundamento en los siguientes argumentos:

1.1. El fallo penal absolutorio fue aportado al proceso con las copias auténticas expedidas por el Secretario del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Florencia, Caquetá, junto con su constancia de ejecutoria. En esos, la actora muestra su inconformidad con las afirmaciones en contrario del a quo.

1.2. En cuanto a la culpa exclusiva de la víctima, la parte demandante recordó que el 20 de julio de 2000 la señora Gladys Helena Berrío rindió versión libre ante el Departamento de Policía del Quindío, Seccional de la Policía Judicial, en la cual aceptó su participación en la toma guerrillera del municipio de Curillo, Caquetá, perpetuada el 9 de diciembre de 1999; sin embargo, el 12 de enero de 2001, la actora, ante el Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación, señaló que fue amenazada de muerte por los policiales que realizaron su captura, por esa razón se retractó de su dicho. Lo expuesto deja entrever que las demandadas carecían de elementos probatorios para sustentar su medida de privación de la libertad.    

2. ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA

La parte actora y la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional (fls. 277 a 288, c. ppal 2) reiteraron los argumentos expuestos en sus intervenciones. 

IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. PRESUPUESTOS PROCESALES 

1.1. Jurisdicción, competencia y acción procedente
Como dentro de la controversia está una entidad pública, la Nación (artículos 82 y 149 del Código Contencioso Administrativo), el conocimiento de la misma corresponde a esta jurisdicción, siendo esta Corporación la competente para conocer del presente asunto, toda vez que el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 2 del Decreto 597 de 1988 y modificado por el artículo 37 de la Ley 446 de 1998, le asigna el conocimiento en segunda instancia, entre otros asuntos, de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por parte de los tribunales administrativos
, la que para el caso se restringe a aquellos puntos desfavorables al recurrente, de conformidad con lo establecido en el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. 
De otro lado, el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo
 prescribe que reparación directa constituye la acción procedente para buscar la responsabilidad extracontractual de la entidad demandada, como consecuencia de los hechos descritos en la demanda.

Así mismo, se advierte que la decisión de darle prelación al presente caso, obedece a lo acordado por la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación el pasado 25 de abril de 2013, ocasión en la que se decidió que los expedientes que están para fallo en relación con daños causados por privaciones injustas de la libertad –entre otros temas–, pueden decidirse por las Subsecciones, sin sujeción al turno.
1.2. La legitimación en la causa 

Toda vez que la señora Gladys Helena Berrío fue la afectada directa con la actuación de los órganos demandados (c. 2), esta se encuentra legitimada por activa para reclamar los perjuicios derivados de la privación de su libertad. 
Respecto de la legitimación en la causa por pasiva, la Sala considera que en la alegada privación participó la Fiscalía General de la Nación y la Policía Nacional. Ahora, independientemente de que la demanda se haya dirigido contra la Fiscalía General de la Nación o la Policía Nacional, la legitimada siempre es la Nación
, que es la persona jurídica a la cual representan los mencionados órganos, lo cual no obsta para que, de acuerdo con lo probado en el expediente, se designe a uno de ellos o a los dos como el centro de imputación de la condena, en función de su participación en los hechos dañosos
. En ese orden, se revocará la sentencia de primera instancia, en el sentido de considerar probada la legitimación en la causa de las demandadas. 

1.3. La caducidad 

Teniendo en cuenta que la decisión de absolver a la demandante quedó ejecutoriada el 23 de diciembre de 2005 (fl. 7, c. 2) y que la demanda se presentó el 15 de junio de 2006 (f. 17, c. ppal 1), fuerza concluir que lo fue en el bienio prescrito en el numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo
.

2. PROBLEMA JURÍDICO

Corresponde a la Sala determinar si la privación de la libertad que soportó la señora Gladys Helena Berrío como consecuencia de la investigación penal seguida en su contra por los delitos como presunta autora de los delitos de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, a quien el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia absolvió por in dubio pro reo, constituye una detención injusta imputable a la Nación por la actuación de la Fiscalía General de la Nación y el Ministerio de Defensa-Policía Nacional.

3. ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 

3.1. De entrada precisa advertir que los documentos allegados por las partes lo fueron dentro de la oportunidad pertinente, en original y en copia auténtica (fls. 2 a 9, c. ppal 1, y c. 2). 

Vale precisar que si bien se aportó copia auténtica del proceso penal adelantado en contra de la actora (c. 2), lo cierto es que dentro de las mismas no se encuentra el fallo absolutorio del 14 de diciembre de 2005, proferido por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia, aunque sí su constancia de ejecutoria (fl. 7, c. 2). Ahora, como se cuenta con las copias simples del referido fallo (fl. 2 a 9, c. ppal 1), la Sala las valorará, en línea con lo definido por la Sección en forma unificada, así
: 

Por consiguiente, desconoce de manera flagrante los principios de confianza y buena fe el hecho de que las partes luego del trámite del proceso invoquen como justificación para la negativa de las pretensiones de la demanda o para impedir que prospere una excepción, el hecho de que el fundamento fáctico que las soporta se encuentra en copia simple. Este escenario, de ser avalado por el juez, sería recompensar una actitud desleal que privilegia la incertidumbre sobre la búsqueda de la certeza procesal. De modo que, a partir del artículo 228 de la Constitución Política el contenido y alcance de las normas formales y procesales –necesarias en cualquier ordenamiento jurídico para la operatividad y eficacia de las disposiciones de índole sustantivo– es preciso efectuarse de consuno con los principios constitucionales en los que, sin hesitación, se privilegia la materialización del derecho sustancial sobre el procesal, es decir, un derecho justo que se acopla y entra en permanente interacción con la realidad a través de vasos comunicantes
. 

Con todo, en la sentencia a la cual se viene haciendo referencia, la Sección precisó: 

Así las cosas, si se desea acreditar el parentesco, la prueba idónea será el respectivo registro civil de nacimiento o de matrimonio según lo determina el Decreto 1260 de 1970 (prueba ad solemnitatem), o la escritura pública de venta, cuando se busque la acreditación del título jurídico de transferencia del dominio de un bien inmueble (prueba ad sustanciam actus). (…) 

De modo que, si la ley establece un requisito –bien sea formal o sustancial– para la prueba de un determinado hecho, acto o negocio jurídico, el juez no puede eximir a las partes del cumplimiento del mismo; cosa distinta es si el respectivo documento (v.gr. el registro civil, la escritura de venta, el certificado de matrícula inmobiliaria, el contrato, etc.) ha obrado en el expediente en copia simple, puesto que no sería lógico desconocer el valor probatorio del mismo si las partes a lo largo de la actuación no lo han tachado de falso.  Así las cosas, si se desea acreditar el parentesco, la prueba idónea será el respectivo registro civil de nacimiento o de matrimonio según lo determina el Decreto 1260 de 1970 (prueba ad solemnitatem), o la escritura pública de venta, cuando se busque la acreditación del título jurídico de transferencia del dominio de un bien inmueble (prueba ad sustanciam actus).
Además, la Sala tiene establecido que las pruebas trasladadas podrán valorarse siempre que se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con audiencia de ella
. En el sub lite, es claro que la parte actora las pidió, luego pueden valorarse aún en contra de ella. Además, como el centro de imputación en el sub lite es la Nación y quien practicó las pruebas también fue esa misma persona, a través de la Fiscalía General de la Nación, es claro que también pueden valorarse en contra de la demandada, tal como lo tiene establecido esta Sección para este tipo de pruebas, así
: 

12.2.17. En síntesis, para la Sala es viable apreciar una declaración rendida por fuera del proceso contencioso administrativo, sin audiencia de la parte demandada o sin su citación, cuando se cumpla con el trámite de ratificación, o cuando por acuerdo común entre las partes –avalado por el juez- se quiso prescindir del aludido trámite. Esto último puede manifestarse como lo dispone el artículo 229 del Código de Procedimiento Civil –verbalmente en audiencia o presentando un escrito autenticado en el que ambas partes manifiesten expresamente que quieren prescindir de la ratificación-, o extraerse del comportamiento positivo de las partes, cuando los mismos indiquen de manera inequívoca que el querer de éstas era prescindir de la repetición del interrogatorio respecto de los testimonios trasladados, lo que ocurre cuando ambos extremos del litigio solicitan que el testimonio sea valorado, cuando la demandada está de acuerdo con la petición así hecha por la demandante, o cuando una parte lo solicita y la otra utiliza los medios de prueba en cuestión para sustentar sus alegaciones dentro del proceso.

12.2.18. Ahora bien, en los casos en donde las partes guardan silencio frente a la validez y admisibilidad de dichos medios de convicción trasladados, y además se trata de un proceso que se sigue en contra de una entidad del orden nacional, en el que se pretenden hacer valer los testimonios que, con el pleno cumplimiento de las formalidades del debido proceso, han sido recaudados en otro trámite por otra entidad del mismo orden, la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido de afirmar que la persona jurídica demandada –la Nación- es la misma que recaudó las pruebas en una sede procesal diferente, lo que implica que, por tratarse de testimonios recopilados con la audiencia de la parte contra la que se pretenden hacer valer en el proceso posterior, son plenamente admisibles y susceptibles de valoración, según la interpretación más estricta que pueda hacerse de las formalidades establecidas en el artículo 229 del Código de Procedimiento Civil, según las cuales la ratificación de las declaraciones juramentadas trasladadas sólo es necesaria “… cuando se hayan rendido en otro [proceso], sin citación o intervención de la persona contra quien se aduzcan en el posterior…”. 

En los términos expuestos se valorarán las pruebas obrantes en el proceso.

3.2. El daño

Con el fin de abordar integralmente la problemática que supone el recurso de apelación interpuesto, la Sala analizará la demostración del daño, toda vez que se trata del primer elemento que debe dilucidarse para establecer la responsabilidad extracontractual del Estado
, de manera que, resuelto el tema relativo a la afectación de los intereses de la actora que se alega en la demanda, se entrará a estudiar la imputación.   

En el sub lite, el daño alegado por la demandante se concretó en la afectación a su derecho de libertad, durante el tiempo que estuvo privada de la misma, en el marco del proceso penal como presunta autora de los delitos homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, en el cual fue capturada y recluida en un establecimiento penitenciario.

En ese orden, según la respuesta del Secretario del Juzgado Penal Promiscuo del Circuito de Belén de los Andaquíes, Caquetá, la pena por el delito de rebelión impuesta a la actora, mediante sentencia del 27 de agosto de 2001, proferida por el referido Juzgado, se cumplió el 2 de diciembre de 2004 (fl. 677, c. 2); sin embargo, el 10 de diciembre de 2004, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia solicitó al Director del Centro Reclusorio para Mujeres “El Buen Pastor” que mantuviera privada de la libertad a la actora, como posible autora de los delitos de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno (fl. 45, c. 2). Reclusión que se confirma como efectiva e ininterrumpida, tal y como se desprende de los derechos de petición de la actora, adiados del 18 de enero de 2005, dirigidos al Juzgado Penal Especializado del Circuito de Florencia, y las respuestas a los mismos por parte de esta última autoridad, en los cuales se refieren en forma simultánea y complementaria que la accionante se encontraba recluida en “El Buen Pastor” (fls. 46 a 49, c. 2).  

De lo expuesto, se tiene que la accionante fue recluida en centro carcelario desde el 3 de diciembre de 2004, como consecuencia de los delitos arriba enunciados. 

Ahora, según quedó reseñado en la constancia expedida por el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Florencia, la demandante estuvo privada en ese centro de reclusión entre el 30 de agosto y 14 de diciembre de 2005 por motivo de los mencionados delitos (fl. 5, c. 2).

En suma, la actora estuvo detenida entre el 3 de diciembre de 2004 y el 14 de diciembre de 2005, esto es, un total de 12 meses y 11 once días; sin embargo, como en la demanda se pidió desde el 10 de diciembre de 2004, en virtud del principio de congruencia, habrá que estarse a lo pedido, razón por la cual la detención reclamada será por 12 meses y 4 días.

3.3. La imputación

3.3.1. En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que éste puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación
:

En lo que se refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación.

En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta sentencia. 

3.3.2. En ese orden, de conformidad con la jurisprudencia citada, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tienen que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada caso concreto– válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título de imputación o una motivación diferente.

3.3.3. Ahora bien, el título de imputación privilegiado para casos como el presente es la “privación injusta de la libertad” de que trata el artículo 68 de la Ley 270 de 1996. No obstante, como ya se dijo, ello no es óbice para que en el sub judice, si las condiciones fácticas y jurídicas lo ameritan, resulte aplicable el régimen subjetivo, cuando el mismo se encuentre acreditado en el plenario. 

3.3.4. Sobre el título de imputación en comento, debe recordarse que la Corte Constitucional, al revisar el proyecto de la mencionada Ley, en sentencia C-037 de 1996, condicionó la declaratoria de exequibilidad del que sería el artículo 68, así:

Este artículo, en principio, no merece objeción alguna, pues su fundamento constitucional se encuentra en los artículos 6o, 28, 29 y 90 de la Carta. Con todo, conviene aclarar que el término “injustamente” se refiere a una actuación abiertamente desproporcionada y violatoria de los procedimientos legales, de forma tal que se torne evidente que la privación de la libertad no ha sido ni apropiada, ni razonada ni conforme a derecho, sino abiertamente arbitraria. Si ello no fuese así, entonces se estaría permitiendo que en todos los casos en que una persona fuese privada de su libertad y considerase en forma subjetiva, aún de mala fe, que su detención es injusta, procedería en forma automática la reparación de los perjuicios, con grave lesión para el patrimonio del Estado, que es el común de todos los asociados. Por el contrario, la aplicabilidad de la norma que se examina y la consecuente declaración de la responsabilidad estatal a propósito de la administración de justicia, debe contemplarse dentro de los parámetros fijados y teniendo siempre en consideración el análisis razonable y proporcionado de las circunstancias en que se ha producido la detención (…) Bajo estas condiciones, el artículo se declarará exequible.

3.3.5. Así, la Sala ha considerado
 que si bien el artículo 68 de la Ley 270 de 1996 se refiere a la responsabilidad patrimonial del Estado en los eventos en los cuales la actuación de cualquiera de sus ramas u órganos hubiera sido “abiertamente arbitraria”, dicha disposición no excluye la aplicación directa del artículo 90 de la Constitución para derivar el derecho a la reparación cuando los daños provienen de una actuación legítima del Estado, adelantada en ejercicio de la actividad judicial, pero que causa daños antijurídicos a las personas, en tanto, estos no tengan el deber jurídico de soportarlos, como sucede con todos aquellos daños que sufren las personas que son privadas de la libertad durante una investigación penal, a pesar de no haber cometido ningún hecho punible, siempre que la víctima no haya actuado con dolo o culpa grave.

3.3.6. Adicionalmente, debe advertirse que durante la vigencia del artículo 414
 del Decreto 2700 de 1991, la responsabilidad estatal debía ser declarada cuando se dictara una sentencia absolutoria o su equivalente –preclusión de investigación o cesación del procedimiento–, porque el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no era constitutiva de un hecho punible. Esta disposición quedó derogada el 24 de julio de 2001, al entrar a regir la Ley 600 de 2000. No obstante, como lo ha recordado anteriormente la Subsección
, los supuestos del artículo ya citado se derivan directamente del artículo 90 de la Constitución Política, de modo que la entrada en vigencia de la Ley 600 de 2000 o bien de la Ley 906 de 2004
 no inhiben su aplicación, pues las circunstancias señaladas en dicho canon continúan vigentes por expresa orden constitucional.

3.3.7. Así, a más de los supuestos previstos en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, es posible declarar la responsabilidad del Estado por el hecho de la detención preventiva de ciudadanos ordenada por autoridad competente frente a aquellos eventos en los cuales se causa al individuo un daño antijurídico aunque el mismo se derive de la aplicación, dentro del proceso penal respectivo, del principio in dubio pro reo
.
3.3.8. Por su parte, en cuanto a la exoneración de responsabilidad de la entidad demandada, cabe decir que aquella se dará siempre y cuando se demuestre que existió un hecho exclusivo de la víctima por dolo o culpa grave.

3.3.9. Así las cosas, la Sala a fin de establecer si la privación de la demandante es imputable a la Nación debe precisar si su absolución se enmarca en alguno de los supuestos antes señalados, para ello se estudiará las circunstancias que rodearon la investigación, el fundamento de su absolución y la culpa exclusiva de la víctima como eximente de responsabilidad.

3.3.10. En ese orden, frente a la imputación del daño irrogado a la actora, de las decisiones judiciales allegadas al plenario, se destacan los siguientes hechos de la investigación penal:
3.3.10.1. El 13 de diciembre de 1999, a las 4:00 p.m., fueron tomadas por la guerrilla las estaciones de policía de los municipios de San José y el Curillo, con el saldo fatal de varios uniformados muertos por disparos de arma de fuego e incinerados, el hurto del material de guerra y comunicaciones y la destrucción de los inmuebles donde se encontraban ubicadas las estaciones de policía. También secuestraron o se encontraban desaparecidos 9 policías y 2 más fueron asesinados. En el ataque los subversivos utilizaron motobombas para rociar con gasolina la estación de policía (fls. 161 a 164, c. 2, informe 0816 del 13 de diciembre de 1999 del Comandante del Departamento de Policía de Caquetá). 

3.3.10.2. El 19 de julio de 2000, el grupo de inteligencia del Departamento de Policía del Quindío informó  a la Jefe Seccional de Inteligencia que por “labores de inteligencia y recolección de información de una fuente humana propia, se conoció sobre la presencia de una persona de sexo femenino, tez trigueña, bajo estatura, cabello negro corto, de 20 a 23 años aproximadamente, la cual desertó del frente 49 de las Farc hace aproximadamente 15 días y en la actualidad se encuentra en la finca de la Macarena jurisdicción del municipio de Circasia, laborando como empleada doméstica. (…) // Por lo anterior es muy posible que esta persona se encuentre en nuestra jurisdicción cumpliendo actividades de inteligencia, para efectuar una acción armada contra alguna instalación policial del Departamento o en su defecto el lugar por donde se encuentra este utilizando la fachada de empleada doméstica para conocer información sobre los propietarios de dichos inmuebles, con el fin de ejecutar un secuestro o extorsión contra estas personas” (fl. 148, c. 2).

3.3.10.3. El 21 de julio de 2000, funcionarios de la Policía Judicial e Investigación del Departamento de Policía del Quindío capturaron a la señora Gladys Helena Vasco Berrío. En el acta de esa diligencia, suscrita el mismo día, a las 18:00 horas, que fue firmada por la capturada, se le informó que el delito que se le sindicaba era el de rebelión y, además, de sus derechos de comunicarse con su defensor, de comunicarse y avisar a sus familiares, de rendir versión libre y espontánea ante funcionario judicial sobre los hechos y en presencia de su defensor, de guardar silencio sobre la incriminación, de recibir atención médica, de no ser incomunicada y de leer y poseer libros, recibir elementos de aseo y uso personal (fl. 150, c. 2).

3.3.10.4. El mismo 21 de julio de 2000, a las 19:30 horas, la señora Gladys Helena Vasco Berrío rindió versión libre y espontánea, asistida por un defensor de oficio, ante los funcionarios de la Policía Judicial del Departamento de Policía del Quindío, en la cual manifestó (fls. 158 a 160 rev., c. 2):

Armenia Quindío; a los veinte y un días del mes de julio del 2000 siendo las 19:30 horas, se reunieron en la seccional de (sic) Policía Judicial e Investigación, Unidad de Delitos Contra la Vida e Integridad; los suscritos funcionarios con el fin de recepcionarle diligencia de versión libre y espontánea a la señora GLADYS HELENA VASCO BERRÍO C. 24.605.114 (sic) Circasia Q, 20 años, natural Venecia Antioquia, soltera, estudios tercero de primaria, profesión empleada (…); lo anterior de acuerdo a lo consagrado en la Constitución Política de Colombia y las leyes que rigen la presente diligencia, para lo cual se le pone de presente a la implicada que esta versión es voluntaria y libre de juramento o apremio. Que tiene derecho a nombrar un defensor, en caso de no tenerlo se le nombrara uno de oficio, no estando obligado a declarar contra sí mismo o contra sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, ni contra su cónyuge, compañero o compañera permanente. En cumplimiento de lo anterior se deja constancia de la asistencia del defensor que es de oficio, doctor CÉSAR AUGUSTO GAVIRIA, abogado de profesión, identificado con la cc # 4.335.469 de Aguadas Caldas (…); con el fin de asistir en la presente diligencia procediendo a tomar posesión del cargo, jurando cumplir bien y fielmente sus deberes; la versión es rendida por la persona antes descrita y cuyos generales de ley quedaron ampliamente descritos (…); se deja constancia que en el transcurso de la presente diligencia se la ha dado buen trato al exponente y el mismo ha sido acorde con el respeto por los derechos humanos y las leyes que rigen la presente. PREGUNTADO: La siguiente diligencia se relaciona con los hechos sucedidos el día 091299 a eso de las 01:30 horas de la madrugada, en la localidad de CURILLO Caquetá; en la cual según incursión subversiva por parte de la cuadrilla 49, 13 y 32 de las Farc a la estación de policía de esa localidad; resultaron muertos varios integrantes de la Policía Nacional; los cuales después de muertos, fueron incinerados. PREGUNTADO: Sírvase efectuar a este despacho, un relato claro, preciso y detallado de los hechos antes relacionados… CONTESTÓ: Cuando estábamos en el campamento JUACO mandó cuatro notas a la Policía de CURILLO, para que ellos entregaran las armas, pero como la Policía no hizo caso; entonces nos vinimos como a la 01:00 horas de la mañana; primero le tiramos granadas adentro del comando, después la gasolina, después prendimos el comando; ya la Policía de haberse atacado adentro, no se podían salir, entonces el comandante JUACO solamente cogió 17 policías, y los otros se quemaron adentro; después llegó JUACO y convidó a mis compañeros y cogieron un camión lleno de leche, yogures y muchas cosas más, se lo llevaron, después nos metimos a una residencia y la quemamos, después nos fuimos para el campamento como a eso de las 05:00 horas de la mañana; y nos llevamos a los policías con nosotros; luego JUACO el comandante puso a trabajos a los policías, y todavía los tenemos secuestrados; quiero agregar de que nos llevamos todas las armas, quemamos los uniformes, los maletines, el campamento y todas las pertenencias de ellos; sin embargo la policía alcanzó a herir a dos compañeros; los cuales los llevamos al hospital y después nos los llevamos para nuestro campamento; entonces yo le dije a JUACO; “De que pesar lo que había pasado”, después me dijo “De que si yo estaba a favor de ellos, me mataba también y que tenía que defender a la Patria”; entonces JUACO me puso a cargar leño, andar por las trochas, y también me dijo que si me volaba, también me mataba; eso es todo PREGUNTADO: Sírvase manifestar a este despacho, el motivo por el cual ustedes atacaron a esa localidad, cuántos policiales fueron víctimas de muerte en esa toma subversiva; cómo le ocasionaron la muerte y por qué motivo no les respetaron sus vidas. CONTESTÓ: Porque JUACO quería tomarse el pueblo y ahora se lo tomó; ellos mataron como 04 policías; hecharon (sic) gasolina a la estación y después candela y bala a todo el pueblo; después que los policías se quemaron, se dejaron halla tirados y nos abrimos; a los policías no se les respetó la vida porque JUACO dijo “QUE TENÍAMOS QUE ACABAR CON LOS CHULOS”, a mí me obligaba JUACO a cargar gasolina y a tirar granadas. PREGUNTADO: Sírvase manifestar a este despacho, cuál es el nombre completo de JUACO, de dónde es, cuáles son sus características físicas y morfológicas y de la misma manera; cuántas personas subversivas incursionaron en ese pueblo. CONTESTÓ: Yo sólo sé que a él lo llaman JUACO nada más, él dice que es de SOLITA, Putumayo, pero dijo que nació en San Vicente del Caguán; él es gordo, lacio, corte de policía, es un poquito cumbambón, cara ancha, nariz normal, de por lo menos 39 a 40 años, no tiene bigote ni barba; y cuando nos metimos al pueblo erámos como de 150 a 200 personas; en los cuales se unieron los frentes 49, comandado por JUACO y el frente 32 de las Farc, desconozco su comandante. PREGUNTADO: Sírvase manifestar a este despacho, si fuera de los policiales muertos, resultaron algunas otras personas víctimas de estos hechos y de la misma manera qué otros lugares resultaron afectado. CONTESTÓ. No resultó más nadie muerto; nosotros dañamos los transformadores de la energía, caseticas de dulces, lugares de comidas rápidas; fuimos y pedimos comidas en un restaurante llamado El Santander y después nos fuimos para el campamento. PREGUNTADO: Diga a este despacho, en qué sitio exacto queda el campamento; por cuántos guerrilleros está conformado; qué clases de armas tienen; y cuál fue su participación directa en esa incursión guerrillera: CONTESTÓ: El campamento queda por la montaña y el llamado EL MANDU, queda en la vereda la Cristalina del municipio de CURILLO; y yéndose uno en valoradora se echa de 5 a 10 minutos; cuando yo estaba en ese bloque estaba conformado por 450 guerrilleros; repartidos en 200 guerrilleros a cada lado y 250 guerrilleros por otros lados, haciendo retenes; cuando estábamos en CURILLO habían por lo menos 50 mujeres, varias mujeres, pero habían demasiados niños; nosotros atacábamos con una M60, varios fúsiles, revólveres, pistolas, machetes, granadas, cilindros de gas, gasolina, minas, cordones detonantes, ácido de batería y otros elementos más. El día que JUACO atacó a CURILLO él me mandó con CLAUDIA PATRICIA GUTIÉRREZ (nacida Manizales), JIMENA (Sólita) y CLARA INÉS VALENCIA (Curillo) a traer gasolina, después que echáramos la gasolina en el comando y después las granadas; luego nos fuimos del lugar y todos ellos empezaron atacar el pueblo. PREGUNTADO: Sírvase manifestar a este despacho, qué actividades realizó usted antes de atacar las instalaciones de policía de CURILLO y de igual manera manifieste el nombre de la persona con quien usted desertó, en qué lugar se pude encontrar y qué elementos se trajeron de ustedes de ese lugar. CONTESTÓ: Antes de atacar el pueblo JUACO, me dijo como las 4:00 de la tarde; de que me fuera para el pueblo a escuchar que era lo que decían los policías; después yo me fui y los escuché, que ellos decían “De que los guerrilleros los querían atacar; después yo me fui para el campamento a las 6:30 horas de la tarde, porque si me quedaba más tarde me castigaban; y le dije JUACO lo que los policías habían dicho; JUACO tenía planos de todo el pueblo; tiene contrato de gente que trabaja con la coca, hace negocio, secuestra, mata; yo deserté con un muchacho llamado ANDRÉS, vive en Pereira, no se su lugar de residencia, tenía 5 años de estar en la guerrilla; y lo único que yo me traje fue una pistolita pequeña, que la vendí en Sólita y ANDRÉS se trajo un revólver 38. PREGUNTADO: Sírvase manifestar a este despacho; qué planes a nivel subversivos le ha conocido usted al sujeto llamado JUACO; y si tiene conocimiento acerca de las actividades que puede realizar este mismo el (sic) este departamento (QUINDÍO). CONTESTÓ: JUACO se ha metido en SOLITA, SOLANO Y CURILLO en Caquetá, y yo lo que sé es que va a venir algún día a Montenegro, Quimbaya, Circasia y Armenia; con el fin de atacar con granadas. PREGUNTADO: Diga a este despacho, porqué motivo se encuentra usted residenciada en el municipio de Circasia; con qué personas se encuentra aquí; y por qué motivo desertó usted de ese frente. CONTESTÓ: Yo llegué a Circasia, fue con el fin de ver a mi marido PEDRO LUIS PINEDA POLEA y a mi hijo PEDRO NEL (2 años); a mi hijo lo tienen por los lados de la Paila en el Valle, no sé el lugar; a mi marido lo mataron el día 160899 en Circasia Q; y Consuelo me dio posada, estoy buscando trabajo ahora; yo solo me vine con ANDRÉS nada más; ahora que estoy sola, y no quiero seguir más en la guerrilla porque quiero la paz y ellos solo quieren la guerra. PREGUNTADO: Sírvase manifestar a este despacho, qué otras personas acompañan a JUACO, y qué clase de armamento le hurtaron a los policiales de CURILLO. CONTESTÓ: El que siempre acompaña a JUACO se llama MARCOS y lo apodan CHITA, y también ARTURO; cuando atacamos a CURILLO se llevaron todo el armamento. PREGUNTADO: Dígale al despacho qué actividades relacionadas con rebelión semejante a las que realizaba en el Caquetá, ha efectuado usted en jurisdicción del Quindío. CONTESTÓ: Ninguna actividad. PREGUNTADO: Dígale al despacho, si en esta jurisdicción del Quindío, usted se ha entrevistado o ha tenido reuniones con integrantes de los frentes o cuadrillas que operan en esta jurisdicción. CONTESTÓ: Ninguna clase. PREGUNTADO: Dígale al despacho y teniendo en cuenta que usted ha manifestado que no tenido actividades de rebelión en esta jurisdicción; por qué motivo cree usted, que se tenga información de que se encontraba realizando actividades de inteligencia conexas a las mismas actividades, de actividades subversivas y al parecer más que todo para realizar extorsiones o secuestros en la jurisdicción del Quindío. CONTESTÓ: Yo no tengo nada que decir, puesto que no he pensado nada de eso. Teniendo en cuenta que la versionada ha hecho cargos contra terceros, se le toma el juramento de acuerdo en lo estipulado en el Código de Procedimiento Penal y Código Penal en sus artículos 283 y 285 y 166 respectivamente. Dígale al despacho bajo este juramento si se ratifica en los cargos que ha hecho contra estas personas. CONTESTÓ: Si me ratificó contra los cargos que relacioné anteriormente (…). 

3.3.10.5. El abogado César Augusto Duque Gaviria, defensor de oficio de la señora Vasco Berrío en la versión libre arriba citada, rindió declaración juramentada dentro del proceso penal llevado por delitos que interesan al presente proceso, en donde negó cualquier presión sobre la accionante para rendir su versión, sin que se observara señales de tortura al momento de esa intervención, además de confirmar el sentido del relato de la actora (fls. 332 a 334, c. 2). En efecto, una vez enterado de las circunstancias de la captura de la señora Vasco Berrío manifestó que “con esa información ahora recuerdo con exactitud el caso concreto de la señora GLADYS ELENA (sic) VASCO BERRÍO a quien personalmente asistí en una diligencia de versión que rindiera en la estación de policía Sijín de esta ciudad y fue precisamente en esta diligencia donde la señora, libre de todo apremio, presión o insinuación de cualquier funcionario, relató unos hechos ocurridos en el Caquetá y Putumayo relacionados con la toma guerrillera por parte de un frente de las Farc a varias poblaciones en las cuales la citada señora VELASCO (sic) BERRÍO participó activamente bajo la comandancia de un alias guerrillero que no recuerdo su remoquete” (fl. 333, c. 2).

3.3.10.6. El 22 de julio de 2000, los funcionarios de la Policía Judicial del Quindío dejaron a disposición de la Fiscalía General de la Nación a la señora Vasco Berrío (fls. 154 a 156 rev., c. 2).

3.3.10.7. El 24 de julio de 2000, la señora Gladys Helena Vasco rindió indagatoria ante la Fiscalía Novena Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Armenia, así (fls. 152 y rev., 167 y 168, c. 2):  

PREGUNTADO: Díganos si sabe usted el motivo por el cual va a rendir esta indagatoria. CONTESTÓ: Fue que lo que pasó fue esto, yo estaba en Caquetá trabajando en unos bares, yo me fui o yo me vine y un Policía de Circasia que me preguntó dónde estaba yo le dije que estaba con la guerrilla, entonces él me creyó pero eso se le dije en recocha, entonces como yo estoy enferma porque estoy mal de un seno que me tienen que operar, yo venía del médico cuando me cogieron y me trajeron para la Sijín y un agente me cogió y me estaban torturando para que contara la verdad y yo para que no me mataran yo le dije que yo había estado con la guerrilla y ya por eso me dejaron ahí, el agente que me estaba torturando no sé el nombre de él es gordo, blanco tiene un lunar en la mejilla izquierda. (…) PREGUNTADO: Díganos si en alguna época ha pertenecido usted a algún grupo subversivo o alzado en armas. CONTESTÓ: No señor, nunca, si me trataron de llevar en el Caquetá pero yo no me dejé llevar, eso hace ya dos años, estaba yo recién entrada a Curillo, me iba a llevar un comandante que se llama “JUACO” me dijo que si yo quería que me fuera con él que me enseñaba por seis meses armas y que luego que me quedaba allá (…). PREGUNTADO: Da cuenta la investigación que al momento de su captura manifestó usted que es desertora del 49 frente de las Farc, que tiene para decir sobre esto. CONTESTÓ: No doctor lo que pasa es que ya cuando ellos me cogieron y que me decían diga que usted es una guerrillera y me estaban torturando, uno me decía y otro me estaba ahorcando y me ponían una navaja, entonces yo les dije de mi hijo y eso decían eso se lleva pa Bienestar Familiar y eso vale huevo, entonces ya cuando uno con una cabuya me estaba ahorcando y otro con una navaja me decía que si yo no le decía la verdad me mataba entonces yo le dije que no fuera a matar y me puse a llorar y les dije que yo les contaba la verdad y ahí fue donde les dije que había pertenecido a la guerrilla, pero eso lo dije para que no me mataran (….).

3.3.10.8. El 31 de julio de 2000, la Fiscalía Delega ante los Jueces Penales del Circuito Especializado de Florencia dictó medida de aseguramiento en contra de la señora Gladys Helena Vasco Berrío como presunta autora del delito de rebelión, con base en la versión libre rendida el 21 de julio de 2000 (fls. 178 a 183, c. 2).

3.3.10.9. El 12 de enero de 2001, la actora rindió indagatoria nuevamente ante la Dirección Seccional del Cuerpo Técnico de Investigación de Armenia, dentro de la investigación de los delitos que interesan al presente proceso, en donde insistió en que fue torturada para declarar en su contra. Igualmente, agregó que le ofrecieron dinero para que confesara. Señaló que no conocía al comandante Juaco, pero que dijo ese nombre porque conocía a una persona con ese nombre de San Vicente del Caguán, sin que le constara que fuera guerrillero (fl. 413 a 418, c. 2).

3.3.10.10. El 15 de enero de 2001, la Unidad Nacional de Fiscalías de Derechos Humanos, dentro del investigativo n.° 667, adelantado por los delitos de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, profirió medida de aseguramiento en contra de la señora Gladys Helena Vasco Berrío, en los siguientes términos (fls. 421 a 426, c. 2): 

El veintiuno de julio de dos mil después de ocurrido la toma (sic) municipio de Curillo rindió versión libre y espontánea la sindicada ante la SIJIN, donde hace un recuento detallado de los allí ocurrido, confiesa la participación en este. Según esas diligencias la confesión llena todos los requisitos señalados en el artículo 296 del C.P.P., además llena otros de carácter objetivo y subjetivo. Se puede decir en cuanto a los objetivos aquellas a que hace sobre la credibilidad del hecho confesado y esta se en este caso ya que tiene respaldo con las otras diligencias allegadas al expediente. Aunque en la diligencia de indagatoria se retracte suele tener explicación teniendo en cuenta el desconcierto inicial que la llevó al ser sorprendida por la policía en la casa de su amiga, ésta la llevó a declarar la verdad, igualmente si se considera que tiene medida de aseguramiento por el delito de rebelión por la Fiscalía Seccional de Florencia, esto aplica una dosis de serenidad y movida por sentimiento de conveniencia personal, lo que la lleva a ingeniar que fue torturada por los miembros de la misma, para justificar sus manifestaciones en su versión libre. Basta con observar la declaración del doctor César Augusto Duque Gaviria, para concluir todo lo contrario a lo manifestado por la sindicada en ese aspecto. Lo que podemos concluir el indicio de la mentira o mala justificación. 

Los subjetivos hacen relación al juicio sano o perfecto de las facultades mentales del sindicado al momento de confesar para el caso no aparece ninguna constancia que diga lo contrario a este respecto.  
3.3.10.11. El 27 de agosto de 2001, el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de los Andaquíes, Caquetá, condenó a la actora a pena de prisión como responsable del delito de rebelión (fls. 594 a 599, c. 2). De esa decisión se destaca: 

La versión rendida por la señora Vasco Berrío en la fase preliminar, de este proceso cumple a cabalidad con las exigencias del art. 324 del CPP, pues fue voluntaria, en presencia de defensor y fue advertida de que no estaba obligada a declarar contra sí misma, teniendo un valor probatorio que es apuntalado por la injurada rendida que presenta elementos indicantes de presencia en el lugar, conocimiento de la forma cómo sucedieron los hechos de la toma violenta, y menciona algunos integrantes de la organización subversiva, es de resaltar la forma vívida como describe detalladamente la forma cómo transportaban las gasolina y de la utilización de una motobomba para rociar con ella el cuartel de la policía y lograr su rendición, siendo esto un relato concatenado, creíble y cierto de tales acontecimientos, siendo improbable la invención de los mismos. 

3.3.10.12. El 3 de julio de 2002, dentro del proceso penal que aquí se estudia, la actora rindió ampliación de su indagatoria, en la cual manifestó (fls. 619 a 622, c. 2): 

PREGUNTADA: Sírvase decir a la Fiscalía en razón a que en esta diligencia dijo haber pertenecido a la guerrilla si por este hecho usted ha sido procesada en caso afirmativo pro cuenta de que autoridad CONTESTÓ: Sí señor yo estoy condenada por subversión por cuenta de un Juez de Belén de los Andaquíes Caquetá. Pero no se mi proceso. PREGUNTADA: Sírvase decirle a la Fiscalía de qué tiempo a que tiempo duró usted en la Guerrilla y con qué grupo. CONTESTÓ: Cuando me fue de Armenia para Curillo Caquetá fue que yo me enrolé a la guerrilla en 1995, estuve siempre en las FARC, yo logré en la guerrilla cinco años pero fui obligada, hasta que me volé en el año 2000 porque me iban a matar. PREGUNTADA: Sírvase decirle a la Fiscalía de qué frentes, compañías y escuadras hizo parte mientras duró en las Farc. CONTESTÓ: Yo me la pasaba era haciendo de comer, yo pertenecía era al frente 49 que opera en Caquetá y Putumayo, pero más que todo el campamento quedaba en Curillo, recibí instrucción política y militar. PREGUNTADA: Qué nombre de combate le dieron. CONTESTÓ: Allá era donde me llamaban la mema o la japonesa, yo nunca estuve en combates ni nada, por lo que yo toda la vida la he pasado enferma, yo no estaba con ellos a donde ellos iban, por eso me iban a matar.   

En esa misma indagatoria, la actora señaló que no participó en la toma de la estación de policía de Curillo del 9 de diciembre de 1999 y que para esa fecha se encontraba trabajando en una finca llamada Quinapejo y en compañía de tres compañeros que también estaban siendo procesados por rebelión. Finalmente, reconoció conocer al comandante “Juaco” (fls. 621 y 622, c. 2).

3.3.10.13. El 19 de septiembre de 2002, la Fiscalía Especializada de Derechos Humanos, dentro del sumario 667, profirió resolución de acusación en contra de la señora Vasco Berrío como presunta responsable de los delitos de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno. Para el efecto, sostuvo (fls. 648 a 657, c. 2): 

En esta diligencia [se refiere a la indagatoria del 3 de julio de 2002, ver numeral 3.3.10.12. de esta providencia] la indagada en la parte sustancial vuelve a la franqueza mostrada en su versión inicial pero no así en los detalles y en cuanto a su participación en la toma de la estación policial de Curillo el 9 de diciembre de 1999, se hizo evasiva, ignorante e inconsciente y como en otras injuradas se llena de contradicciones cuando dice no acordarse del día de la toma ni de haber ayudado al grupo rebelde del que era parte o militante, para negar su participación dice que ese día no estaba en Curillo sino trabajando en una finca cercana con un señor y una señora, luego dice que con tres compañeros que están en la cárcel, que siempre estuvo en el campamento haciendo de comer hasta que se pudo volar, antes había dicho si saber (sic) de la toma a Curillo pero no sabe cuándo fue, que se enteró del resultado y sobre sus continuas contradicciones, dice que porque hace mucho tiempo, es decir, que recuerda lo que le conviene y olvida o no sabe lo que antes confesó pero que ahora le perjudica.   

3.3.10.14.  El 14 de diciembre de 2005, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia, Caquetá, absolvió a la accionante por los delitos de homicidio múltiple agravado, secuestro múltiple agravado, hurto agravado y daño en bien ajeno, para lo cual sostuvo (fls. 2 a 9, c. ppal 1): 

La versión de GLADYS HELENA VASCO BERRIO ante la Unidad Investigativa de Policía Judicial de Armenia, no puede ser calificada como confesión. De conformidad con el artículo 280 del Código de P. Penal para que exista confesión, la manifestación debe hacerse ante funcionario judicial. Los miembros de la Policía Judicial pertenecen a organismos auxiliares de la justifica dotados de facultades para practicar diligencias judiciales, pero no por eso tienen la categoría de funcionario judicial, sus funciones son netamente administrativas. Por consiguiente, las afirmaciones del sindicato en forma libre y espontánea, sin coacción de haber cometido o participado en la comisión del acto delictuoso efectuada ante funcionario diferente al judicial o ante un particular, se constituyen en confesiones extra judiciales o extra proceso susceptibles de ser analizadas como indicio, que tomarían fuerza probatoria si aparecen ratificadas bajo testimonio jurado por quienes recepcionaron o por las personas que las escucharon. 

La procesada ha tenido cuatro intervenciones y en cada una dio explicación diferente. Podría afirmarse que se trata de una estrategia defensiva para sustraerse a la responsabilidad que se deriva de la primera versión, sin embargo si analizamos detenidamente lo dicho en esa oportunidad hay inconsistencias que hacen perder eficacia probatoria al indicio. 

En efecto, la procesada dijo que se habían llevado a 17 policiales, sin embargo el informe policial en relación con los hechos en el punto atinente a los agentes desaparecidos y que se presume están secuestrados relaciona a nueve; afirmó que habían matado como a cuatro policiales y los muertos fueron dos; habla que Solicita pertenece al Putumayo y es del Caquetá; sostuvo que le correspondió cargar gasolina que regaron en las instalaciones de la estación y luego prendieron fuego, no obstante el Coronel HENRY CAICEDO GARCÍA, al ampliar la denuncia afirmó que los atacantes para asesinar a los policiales y destruir las instalaciones utilizaron motobombas para bombear la gasolina desde la estación de servicio; refirió la procesada que hubo dos subversivos heridos que fueron atendidos en el hospital, llevándose posteriormente, empero las indagaciones adelantadas por la policía nacional en ninguna parte da cuenta de esa circunstancia. 

Digno de destacar y que muestra la incoherencia de GLADYS H. VASCO BERRÍO en su narrativa, es la respuesta que da a la pregunta de las labores ejecutadas por ella previamente al ataque. Sostuvo que Juaco le ordenó aproximadamente a las 4:00 de la tarde que fuera al poblado a cerciorarse de lo que decían los policías, obtuvo información requería y se fue para el campamento a reportarla llegando a las 6:30 p.m., cuando los hechos a decir del oficial CAICEDO GARCÍA empezaron a eso de las 16:00 horas, que viene a ser las 4:00 de la tarde. (…)

Frente a este criterio orientador de valoración probatoria, teniendo en cuenta las inconsistencias resaltadas que gravitan alrededor de aspectos fundamentales de los hechos, el indicio que surge de la confesión extra proceso pierde fuerza probatoria, pues no sabemos en cuál de las distintas versiones dadas por la sindicada dijo la verdad. Es posible que el testimonio ante el funcionario de Policía Judicial sea producto de la ignorancia de la procesada, que por una fuerza interior determinada por su cultura hubiera efectuada tales aseveraciones por mero protagonismo. Téngase en cuenta que se trata de una persona con escasamente segunda de primaria, desde muy tierna edad se abrió de la familia a vivir su propia vida dedicada a la prostitución, que ha deambulado por diferentes zonas del país sin rumbo fijo, careciendo de amor y orientación de una familia. 

Acorde con el anterior análisis y amparados en el principio universal del in dubio pro reo el juzgado absolverá a la implicada GLADYS H. VASCO BERRÍO de los cargos que motivaron su vinculación al proceso y por los cuales fue convocada a juicio criminal. 

3.3.11. Vale recordar que la aplicación del principio de in dubio pro reo es aplicable siempre que la absolución se presente por la presencia de una duda razonable, la que surge luego de contrastarse medios de igual peso probatorio que, valorados en conjunto, impiden arribar a la certeza sobre la responsabilidad penal del acusado, de manera que la balanza debe inclinarse a su favor
.
En el sub lite, las pruebas aportadas y analizadas dan cuenta de que efectivamente la decisión de absolución se apoyó en las dudas que surgieron frente al alcance probatorio de la versión libre rendida por la actora el 21 de julio de 2000 (fls. 158 a 160, c. 2), en tanto el juez penal consideró que no se trataba de una confesión sino de un indicio, que perdió fuerza probatoria debido a las diferentes intervenciones de la sindicada, de las cuales era difícil determinar con certeza, en cuál de ellas decía la verdad.

Ahora, vale detenerse en la afirmación de la parte actora de señalar que la absolución devino por el error de darle alcance probatorio de confesión a una versión libre que no cumplía con los requisitos para el efecto. En esa dirección, es preciso reiterar que el juez penal al absolver señaló que no se trataba de una confesión, en tanto no fue rendida ante funcionario judicial; sin embargo, aceptó que se trataba de una prueba indiciaria, cuya fuerza probatoria se desvaneció como consecuencia de las múltiples contradicciones de la actora a lo largo de sus intervenciones en la actuación penal. 

En aras de clarificar el punto, la Sala recuerda que la norma procesal penal bajo la cual se rindió la versión libre del 21 de julio de 2000 era el Decreto Ley 2700 de 1991, el cual sólo quedó derogado el 25 de julio de 2001, cuando entró en vigencia la Ley 600 de 2000
. En ese orden, el artículo 312 del decreto ley en mención disponía:

INVESTIGACIÓN PREVIA REALIZADA POR INICIATIVA PROPIA. En los casos de flagrancia y en el lugar de los hechos, los servidores públicos que ejerzan funciones de policía judicial, podrán ordenar y practicar pruebas, sin que se requiera providencia previa. 

En la misma dirección, el artículo 322 de la misma codificación (Decreto Ley 2700 de 1991) prescribía: 

VERSIÓN DEL IMPUTADO EN LA INVESTIGACIÓN PREVIA. Cuando lo considere necesario el fiscal delegado o la unidad de fiscalía podrá recibir versión al imputado.

Quienes cumplen funciones de policía judicial sólo podrán recibirle versión a la persona capturada en flagrancia y al imputado que voluntariamente la solicite. Cuando no se trate de flagrancia
 la versión tendrá que recibirse en presencia de su defensor. Siempre se advertirá al imputado que no tiene la obligación de declarar contra sí mismo.

Sólo podrá recibirse versión al imputado sin asistencia del defensor, en los mismos casos en que la ley lo permita para diligencia de indagatoria
. La aceptación del hecho por parte del imputado en la versión rendida ante fiscal delegado o unidad de fiscalía dentro de la investigación previa, tendrá valor de confesión.

Ahora, la Corte Constitucional, al declarar la exequibilidad del artículo 312, primeramente citado, expuso
: 

k) Las Funciones de la Policía Judicial.
- En cuanto hace a lo dispuesto por los artículos 310 y parágrafo y 312 del C. P. P. en las partes acusadas, que atribuyen competencias y funciones permanentes a las unidades de policía judicial, esta Corporación tampoco encuentra reparo de constitucionalidad y, por el contrario, observa que aquellas se ajustan a las previsiones de ésta, especialmente en lo dispuesto por el artículo 113 de la Constitución Nacional, que establece el principio de la separación de los órganos y ramas del poder público, pero impone el deber de la colaboración armónica para la realización de los fines del Estado.  

La noción de policía judicial comprende específicamente la capacidad de cumplir funciones enderezadas a satisfacer las necesidades instrumentales y técnicas de la actividad de los funcionarios judiciales, quienes por distintas razones, que corresponden a la naturaleza de su investidura y de su labor, no las pueden atender directamente.  En este sentido se trata de determinar que autoridades como la Policía Judicial de la Policía Nacional, el Departamento Administrativo de Seguridad, la Procuraduría y Contraloría General de la Nación, las autoridades de tránsito en asuntos de su competencia, los Alcaldes e Inspectores de Policía, el Cuerpo Técnico de la Fiscalía General de la Nación, todos los servidores que integran las unidades de Fiscalía y los miembros de la Policía Nacional en los territorios en donde no haya policía judicial especializada, pueden colaborar bajo la coordinación de la Fiscalía General de la Nación y de sus delegados, en el adelantamiento de las funciones correspondientes a aquella noción.  

Igualmente, para los casos de flagrancia y en el lugar de los hechos, bien puede el legislador habilitar a los servidores públicos que ejerzan funciones de policía judicial para ordenar y practicar pruebas sin que se requiera providencia judicial previa. Naturalmente, el marco de estas competencias corresponde a las advertidas necesidades de la colaboración de los órganos del poder público en la debida administración de justicia, con el propósito de perseguir a los delincuentes, percatarse de los posibles hechos delictivos y disponer con sus recursos las acciones enderezadas a garantizar la mejor acción de los fiscales y de los jueces.

Ahora bien, dichos funcionarios de policía judicial no podrán recibir la versión a la persona capturada en flagrancia, ni al imputado que voluntariamente lo solicite sin la presencia del defensor; esta versión debe recibirse, como lo advierte el artículo 322 acusado parcialmente, de manera libre en el caso de la persona capturada en flagrancia y de manera espontánea por el imputado que voluntariamente lo solicite siempre que se encuentre presente su defensor.  Desde luego, cuando no se trate de casos de flagrancia, dicha versión tampoco puede recibirse por quienes cumplen funciones de policía judicial sin la presencia del defensor y, en todo caso, deberá advertírsele al imputado que se encuentra amparado por lo dispuesto en el artículo 33, de la C.N. que establece que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.  

Reitera la Corte que el artículo 161 en la parte acusada, no se ajusta a la Constitución Nacional en cuanto establece que la versión libre y espontánea que sea rendida en caso de captura en flagrancia, puede adelantarse sin la presencia de abogado defensor; a dicha conclusión se arriba con base en las advertencias que se hacen sobre las garantías constitucionales de la presunción de inocencia, de la no autoincriminación forzada, del principio de la legalidad de las actuaciones de los funcionarios judiciales y de policía judicial, entre otras, las que prevalecen de manera incuestionable en estas actuaciones.  
Del contenido de los artículos citados y de lo expuesto por la Corte Constitucional, es posible concluir que a la policía judicial, en vigencia del Decreto Ley 2700 de 1991, le era dable practicar pruebas, entre otras, recibir versiones libres, sin que mediara providencia de la autoridad judicial que la autorizara, en los casos de (i) flagrancia y en el sitio de los hechos y (ii) cuando el imputado la solicitara voluntariamente. Además, se imponía para la legalidad de esas pruebas que se practicaran con la presencia de abogado defensor y bajo la advertencia de la garantía constitucional del artículo 33 Superior. Finalmente, el artículo 322 citado sólo daba alcances de confesión a las versiones libres rendidas ante autoridades o unidades de fiscalía, pero no así ante la policía judicial, lo cual resultaba acorde con lo dispuesto en el artículo 296 ejusdem
. Vale recordar que las dos primeras autoridades difieren de la última, aunque todas intervienen en las investigaciones penales, en los términos del artículo 320 del pluricitado decreto ley
. 

En esos términos, bien puede concluirse que aunque la versión libre rendida ante autoridades de policía judicial, no constituía confesión, sí tenía valor de medio probatorio, claro está, siempre que se observarán las exigencias arriba señaladas. 

En el sub lite, se tiene que la versión libre se rindió bajo la observancia de todas las garantías constitucionales (acta de derechos del capturado del 21 de julio de 2000, fl. 150, c. 2), con la audiencia de un abogado defensor y por voluntad libre y espontánea de la accionante. Frente a esto último, resulta bastante difícil de determinar si sus afirmaciones sobre la coacción de la que, al parecer, fue objeto, eran reales, toda vez que sus múltiples versiones, al igual que sucedió en materia penal, impiden determinar el alcance de sus aseveraciones. No se trata de imponer una carga imposible a la víctima para demostrar la declaración forzada, sino de darle el alcance a sus propias manifestaciones, las cuales quedan en entredicho cuando en su versión libre aceptó su condición de subversiva y la participación en los hechos (fls. 158 a 160, c. 2), para después en su indagatoria negar totalmente su primera versión (fl. 413 a 418, c. 2) y, finalmente, en su ampliación de indagatoria aceptar su condición de subversiva e insistir en su ajenidad con los hechos investigados (fls. 619 a 622, c. 2). En otras palabras, la declaración se muestra insuficiente para determinar que efectivamente existió constreñimiento. Además, su abogado defensor en la versión libre cuestionada manifestó extrañeza frente a la ocurrencia de dicha situación (fls. 332 a 334, c. 2).

En ese orden, para cuando se impuso la medida de aseguramiento, que sólo exigía un indicio en contra
, estaban dados los presupuestos legales para su procedencia; igualmente, se encuentra soportada la resolución de acusación
, en tanto, a más de estar probado el hecho de la toma guerrillera y la versión de la implicada que la comprometía seriamente en los hechos investigados, también obraba la declaración juramentada de su abogado de oficio que no sólo desmintió las aseveraciones de tortura, sino que confirmó que declaró lo consignado en la diligencia (fls. 332 a 334, c. 2). De la misma forma, en su ampliación de indagatoria, rendida antes de que se dictara resolución de acusación, volvió a dejar entredicho su retractación, toda vez que aceptó pertenecer a la guerrilla, pero insistió en su ajenidad a los hechos investigados (fls. 619 a 622, c. 2).

Por lo expuesto, es claro que la privación de la libertad decretada por la Fiscalía General de la Nación satisfizo las exigencias legales; por lo tanto, la absolución sobrevino por las dudas que advirtió el juez penal en las pruebas obrantes, de las cuales no pudo derivar la certeza necesaria para condenar a la actora. En esos términos, en línea con la jurisprudencia de esta Corporación se configuraría el título de imputación objetiva por privación injusta por in dubio pro reo, evento donde resulta procedente la declaratoria de responsabilidad extracontractual, en tanto la presunción de inocencia se mantuvo incólume y, por consiguiente, la medida de privación de la libertad es injusta
; sin embargo, es necesario descartar si la conducta de la implicada dio lugar a la privación por su comportamiento gravemente culposo o doloso.  

3.3.12. En ese orden, la Sala debe estudiar si en el presente asunto se configuró el hecho exclusivo y determinante de la víctima como causal eximente de responsabilidad, pues de ser así se impone confirmar el fallo de primera instancia que negó las pretensiones bajo esa razón
.

Bajo esa línea, se tiene que el análisis de la conducta de la víctima no desconoce la absolución que en materia penal se dictó a su favor, pues en esta instancia no se hace un reproche de la culpabilidad desde la óptica penal, sino que se estudia la actuación de la víctima desde la noción de culpa grave o dolo, como causal eximente de responsabilidad con fundamento en los cánones que para ello trae el derecho civil. 

En efecto, el artículo 63
 del Código Civil dispone unos criterios orientadores para entender el dolo y la culpa, los que han sido desarrollados por esta Sala en sentencia del 18 de febrero de 2010
. Del dolo, en aquella oportunidad, se precisó:

[E]l dolo, debe entenderse por tal, aquella conducta realizada por el autor con la intención de generar un daño a una persona o a su patrimonio, o en otra concepción, un comportamiento antijurídico, habiéndoselo representado y adecuado a sus posibilidades, con el fin unívoco de obtener un resultado dañino deseado. 

Así pues, dentro de los aspectos integrantes del dolo, nuestra doctrina ha mencionado que “deben estar presentes dos aspectos fundamentales, uno de carácter intelectivo o cognoscitivo y otro de naturaleza volitiva; o en palabras más elementales, para que una persona se le pueda imputar un hecho a título de dolo es necesario que sepa algo y quiera algo; que es lo que debe saber y que debe querer…”
 , de donde los dos aspectos resultan fundamentales, pues el volitivo es el querer la conducta dañina y el cognitivo le entrega al autor aquellos elementos necesarios para desarrollar la conducta de manera tal que logre u obtenga el fin dañino deseado.

Resulta claro, entonces, que el elemento fundamental del dolo radica en el aspecto volitivo, de manera que obra dolosamente quien conociendo el daño que con su acción u omisión ha de producir, voluntariamente lo provoca
, es decir, cuando actúa con intención maliciosa de generar un determinado resultado injusto, que se enmarca dentro de una conducta jurídicamente reprochable.

En suma, mientras la culpa es la falta de diligencia o de cuidado en la conducta por imprevisión, negligencia o imprudencia, el dolo como dice ENECCERUS “Es el querer un resultado contrario a derecho con la conciencia de infringirse un derecho o un deber”.
A su turno, en la misma providencia, sobre la culpa la Sala arribó a las siguientes conclusiones: 

Sobre la noción de culpa se ha dicho que es la reprochable conducta de un agente que generó un daño antijurídico (injusto) no querido por él pero producido por la omisión voluntaria del deber objetivo de cuidado que le era exigible de acuerdo a sus condiciones personales y las circunstancias en que actuó; o sea, la conducta es culposa cuando el resultado dañino es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo. También por culpa se ha entendido el error de conducta en que no habría incurrido una persona en las mismas circunstancias en que obró aquella cuyo comportamiento es analizado y en consideración al deber de diligencia y cuidado que le era exigible. 

Tradicionalmente se ha calificado como culpa la actuación no intencional de un sujeto en forma negligente, imprudente o imperita, a la de quien de manera descuidada y sin la cautela requerida deja de cumplir u omite el deber funcional o conducta que le es exigible; y por su gravedad o intensidad, siguiendo la tradición romanista, se ha distinguido entre la culpa grave o lata, la culpa leve y la culpa levísima, clasificación tripartita con consecuencias en el ámbito de la responsabilidad contractual o extracontractual, conforme a lo que expresamente a este respecto señale el ordenamiento jurídico. (…)

De la norma que antecede se entiende que la culpa leve consiste en la omisión de la diligencia del hombre normal (diligens paterfamilias) o sea la omisión de la diligencia ordinaria en los asuntos propios; la levísima u omisión de diligencia que el hombre juicioso, experto y previsivo emplea en sus asuntos relevantes y de importancia; y la culpa lata u omisión de la diligencia mínima exigible aún al hombre descuidado y que consiste en no poner el cuidado en los negocios ajenos que este tipo de personas ponen en los suyos, y que en el régimen civil se asimila al dolo. 

Respecto de la culpa grave señalan los hermanos Mazeaud, que si bien es cierto no es intencional, es particularmente grosera. “Su autor no ha querido realizar el daño, pero se ha comportado como si lo hubiera querido; era preciso no comprender quod omnes intellgunt para obrar como él lo ha hecho, sin querer el daño”. De acuerdo con jurisprudencia citada por estos autores incurre en culpa grave aquel que ha “…obrado con negligencia, despreocupación o temeridad especialmente graves...” (Derecho Civil, Parte II, vol. II, pág. 110)  y agregan que “…reside esencialmente en un error, en una imprudencia o negligencia tal, que no podría explicarse sino por la necedad, la temeridad o la incuria del agente…” (Mazeaud y Tunc, Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil, Delictual y Contractual, Tomo I, Volumen II, pág 384.)

Con base en el precedente que se acaba de reseñar, se procede a analizar la conducta desplegada por la demandante, con el fin de determinar si incurrió en dolo o culpa grave.

En la versión libre del 21 de julio de 2000, la actora aceptó su participación en los hechos investigados, además de que relató con consistencia los pormenores de su participación y la de otros insurgentes, verbigracia, del comandante guerrillero denominado con el alias de “Juaco” (fls. 158 a 160 rev., c. 2); posteriormente, el 24 de julio de 2000, en su indagatoria, se retractó de su dicho, aunque aceptó que le manifestó a un agente de policía sobre su condición de guerrillera, pero que según sus palabras esto último lo dijo por “recocha”. Igualmente, aseveró que fue torturada para rendir su versión. Por último, llama la atención el hecho de que aceptó conocer al comandante “Juaco”, con quien aseguró tuvo contacto por una proposición que le hiciera este último para enrolarse en la guerrilla (fls. 152 y rev., 167 y 168, c. 2); el 12 de enero de 2001, la actora nuevamente rindió indagatoria e insistió en su versión sobre la tortura para declarar lo dicho el 21 de julio de 2000. En esta oportunidad, afirmó desconocer al comandante “Juaco” y que ese nombre lo dijo porque conocía a una persona llamada así en San Vicente del Caguán (fl. 413 a 418, c. 2), y, finalmente, el 3 de julio de 2002, en la ampliación de su indagatoria, volvió a cambiar su versión para aceptar que pertenecía a la guerrilla, que conocía al comandante “Juaco”, pero que no había participado en la toma de la estación de policía del Curillo (fls. 619 a 622, c. 2) 

Como se observa, las versiones de la actora fueron contradictorias; sin embargo, su primera intervención llevó a pensar razonablemente a las autoridades en su participación en los hechos. Ahora, aun cuando la actora aseveró que esa versión la rindió bajo coacción, sus constantes contradicciones en hechos tan relevantes como su condición de subversiva y el conocimiento de miembros de las Farc, impiden concederle credibilidad por su sólo dicho a la denuncia de tortura. Vale recordar que esto último es posible en tratándose de víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, como ocurre con la tortura por parte de las autoridades públicas, dada la condición de vulnerabilidad de los afectados con esos delitos; sin embargo, está probado que la versión se rindió bajo todas las garantías constitucionales y, además, su apoderado de oficio bajo la gravedad de juramento desmintió esas afirmaciones.

Pues bien, vale recordar que existe un deber constitucional de todas las personas de colaboración con las autoridades judiciales (numeral 7 del artículo 95 de la Constitución Política). En esa medida, si bien nadie está obligado a declarar en su contra, se evidencia una culpa grave en los términos del artículo 14.6 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, referido a la no revelación oportuna a la autoridad judicial del hecho desconocido, esto es, la demandante no explicó en forma razonable, creíble y sostenida los motivos de sus permanentes contradicciones. Efectivamente, cambió sucesivamente sus versiones, actuación que contribuyó efectivamente a la causación del daño
.

En el mismo sentido, la Sala se pronunció recientemente, en un caso donde se privó de la libertad a un individuo que fue encontrado en una finca donde estaba secuestrada una persona y se encontraron alcaloides y armas, quien rindió explicaciones contradictorias sobre su presencia en el lugar. En efecto, esa oportunidad se dijo
: 

3.2.16.11. Para la Sala no es suficientemente convincente la justificación del demandante por el sucesivo cambio de explicaciones, pues cualquier persona en esa situación explicaría inmediatamente que su presencia en la finca se debía a la loable tarea de obtener la liberación de un secuestrado. En ese orden, el cambio en la explicación, la negación por parte del señor Pasos de haberle pedido ayuda al actor y lo improbable de que ello ocurriera –pues para el momento de la captura el señor Pasos ya sabía que su hijo había fallecido– indican que el demandante aprovechó la problemática que afrontaba la familia Pasos, que de tiempo atrás conocía, para intentar justificar ante las autoridades su estancia en el sitio de los hechos.

3.2.16.12. Por lo dicho, concluye la Sala que el demandante actuó en forma gravemente culposa, ya que no es posible aceptar que aún una persona descuidada bajo las mismas circunstancias hubiere actuado de igual forma, comoquiera que con su comportamiento defraudó el deber de cuidado que le era exigible.

Igualmente, la Sala ha reprochado la conducta de quienes participan en el conflicto armado, toda vez que la paz no sólo es un derecho, sino que es un deber que impone a todos velar por su preservación
.

En esos términos, la Sala confirmará la sentencia de primera instancia frente a la responsabilidad de las demandadas, bajo las consideraciones aquí expuestas, pero revocará la decisión sobre la legitimación en la causa de las demandadas.

3.4. Por último, como la conducta de las partes no puede catalogarse como abiertamente temeraria, sino el ejercicio del derecho de acceso a la justicia y de defensa, se impone negar la condena en costas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A

PRIMERO: REVOCAR parcialmente la sentencia del 29 de marzo de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá, bajo las consideraciones expuestas en la presente providencia, la cual quedará así:

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda. 

SEGUNDO: Sin costas. 

SEGUNDO: Sin condena en costas.

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO         
Presidenta
DANILO ROJAS BETANCOURTH                                        RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado                                                                                      Magistrado

� En la tarjeta decadactilar obrante dentro de las copias auténticas remitidas por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Florencia se pudo individualizar a la actora como Gladys Helena Vasco Berrío, identificada con cédula de ciudadanía 24.605.714 (fl. 630, c. 2), que corresponde al número de la cédula con que otorgó poder en este proceso contencioso (fl. 1, c. ppal), aunque la actora sólo se identifica con el apellido Berrío; sin embargo, en el proceso penal se la refiere como Gladys Helena Berrío o Gladys Helena Vasco Berrío y una veces con la cédula 24.605.714 y otras con la número 24.605.114 (fls. 10 a 20, c. 2 y 2 a 9, c. ppal 1).





� El presente proceso fue conocido inicialmente por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Florencia, Caquetá (fls. 26 y 27, c. ppal 1); sin embargo, este último remitió por competencia al Tribunal Administrativo del Caquetá (fl. 143, c. ppal 1), quien avocó su conocimiento y declaró la nulidad de todo lo actuado (fls. 147 y 148, c. ppal 1), para después reiniciar la actuación (fls. 151 y 152, c. ppal 1).   


� Vale advertir que dentro de la actuación surtida ante el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Florencia, la Fiscalía General de la Nación sí contestó en tiempo (fls. 65 a 72, c. ppal 1). Pero como consecuencia de la nulidad declarada por el Tribunal a quo (fls. 147 y 148, c. ppal 1), se volvió a dar la oportunidad para contestar la demanda, sin que se pronunciara como quedó expuesto.


� Uno de los magistrados del Tribunal a quo, aclaró su voto, en el sentido de que era posible valorar las copias simples allegadas, en tanto las partes no se opusieron a su valoración, con fundamento en lo expuesto por esta Corporación (fls. 255 a 258, c. ppal 2). 


� La Ley 270 de 1996 desarrolló la responsabilidad del Estado en los eventos de error jurisdiccional, defectuoso funcionamiento de la administración de justicia y privación injusta de la libertad y fijó la competencia funcional para conocer de tales asuntos en primera instancia en cabeza de los Tribunales Administrativos y, en segunda instancia, del Consejo de Estado, sin que sea relevante consideración alguna relacionada con la cuantía. Para tal efecto puede consultarse el auto proferido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el 9 de septiembre de 2008, exp. 2008-00009-00, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.





� “La persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño cuando la causa sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa”.


� Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 28 de septiembre de 2012, exp. 22253, C.P. Danilo Rojas Betancourth.





� Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de mayo de 2014, exp. 40116, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.





� “La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 28 de agosto de 2013, exp. 25.022, M.P. Enrique Gil Botero.





� Cita original: “Concierne por igual a los filósofos y a los juristas la cuestión de determinar los requisitos que un ordenamiento jurídico tiene que llenar para poder ser considerado como un “derecho justo” o, lo que es lo mismo conforme con la justicia en la medida de lo posible. Concierne esta cuestión a los filósofos, porque por lo menos desde Platón el tema de los contenidos de justicia y de la ordenación “justa” de la convivencia humana es uno de los problemas centrales de la ética. Y concierne a los juristas, porque, si bien es cierto que los juristas pueden limitarse a cumplir las normas de un concreto derecho positivo, o las decisiones judiciales que en ese derecho positivo sean vinculantes, no pueden evitar que se les coloque incesantemente ante el problema de saber si lo que hacen es o no “justo”, sobre todo cuando las relaciones vitales cambian y los casos no se plantean ya de un modo igual. La perspectiva que en esta materia arroja más luz es, sin embargo, otra. De acuerdo con una larga tradición de la filosofía occidental, la tarea de los filósofos consiste en buscar la “unidad” que subyace bajo la multiplicidad de las normas y de las decisiones, en buscar dónde está la razón última de la validez. La tarea del jurista, en cambio, consiste en encontrar decisiones justas de casos concretos. De esto modo los unos apenas tienen noticia de lo que los otros hacen y ello es igualmente nocivo para ambos. Si los filósofos hubieran tenido en cuenta el material que los juristas han puesto a su disposición al reflexionar sobre puntos de vista que tienen que utilizar en la búsqueda de decisiones “justas”, hubieran podido ofrecernos algo más que unas formulaciones de una indeterminación tan grande que no siempre sin razón se les reprocha ser poco más que simples “fórmulas vacías”. Y si los juristas hubieran contemplado los puntos de vista que buscan y que utilizan, desde la perspectiva de una ética jurídica que vaya más allá de cada concreto derecho positivo, hubieran apreciado mejor y más conscientemente el “valor” de tales puntos de vista. Hace falta, pues, tender un puente…” LARENZ, Karl “Derecho Justo”, Reimpresión, Ed. Civitas, Madrid, 1985, proemio. 





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 8 febrero de 2012, exp. 22.943, M.P. Hernán Andrade Rincón.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de septiembre de 2013, exp. 20.601, M.P. Danilo Rojas Betancourth.


� HENAO, Juan Carlos. El daño, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 1998, p. 37.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia del 19 de abril de 2012, exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia del 23 de agosto de 2012, exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia del 6 de abril de 2011, exp. 21653, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.





� “Indemnización por privación injusta de la libertad. Quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado indemnización de perjuicios. Quien haya sido exonerado por sentencia absolutoria definitiva o su equivalente porque el hecho no existió, el sindicado no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, tendrá derecho a ser indemnizado por la detención preventiva que le hubiere sido impuesta siempre que no haya causado la misma por dolo o culpa grave”.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 30 de septiembre de 2013, exp. 35235, C.P. Ramiro Pazos Guerrero, reiterada en sentencia del 29 de mayo de 2014, exp. 36515, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.





� Sobre la procedencia de imputar al Estado una privación injusta de la libertad en vigencia de la Ley 906 de 2004, véase: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 26 de noviembre de 2015, exp. 39350, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.





� En sentencia de unificación de jurisprudencia, el Consejo de Estado indicó que el in dubio pro reo está sustentado en un régimen objetivo de responsabilidad, concretamente en el daño especial y, se aplica, porque el Estado no pudo desvirtuar la presunción de inocencia de una persona quien no estaba llamada a soportar la privación, de ahí a que se encuentre facultada para solicitar la reparación del daño causado. Al respecto ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 17 de octubre de 2013, exp. 23354, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de agosto de 2013, exp. 27536, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. En esa oportunidad sobre la duda en materia penal, se precisó: “En el caso de la responsabilidad penal, como se sabe, el umbral de la decisión lo marca el abandono o la presencia de la duda razonable, es decir, tratándose de casos en los que se discute la punibilidad de un acto, es menester que la culpabilidad esté comprobada de tal modo que una afirmación en contrario resulte descabellada. Se necesita, pues, que la explicación más probable del acto sea la de la comisión del delito y las razones exculpatorias sean significativamente improbables. Así las cosas, se entiende que hay casos en los que existiendo pruebas sólidas sobre el hecho delictivo y la participación del reo, las mismas se contrastan con otras de igual peso que, en conjunto, impiden afirmar que la hipótesis sobre la comisión del hecho se sitúa más allá de toda duda razonable. En estos casos, la contundencia de las pruebas en uno y otro sentido simplemente impiden arribar a un juicio certero sobre lo ocurrido y en consecuencia, la duda razonable inclina la balanza a favor del acusado”.





� En efecto, el artículo 536 de la Ley 600 de 2000 señaló que ese código entraría a regir “un año después de su promulgación”. Esa ley fue promulgada a través de su promulgación en el Diario Oficial No. 44.097 del 24 de julio del 2000.


� Aparte tachado declarado inexequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia � HYPERLINK "http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/c-150_1993.htm" \l "1" �C-150� del 22 de abril de 1993, M.P. Fabio Morón Díaz.





� Aparte tachado declarado inexequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia � HYPERLINK "http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/c-049_1996.htm" \l "1" �C-049� del 8 de febrero de 1996, M.P. Fabio Morón Díaz.





� Corte Constitucional, sentencia � HYPERLINK "http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/c-150_1993.htm" \l "1" �C-150� del 22 de abril de 1993, M.P. Fabio Morón Díaz.





� Ese artículo, relación con los requisitos de la confesión, señalaba: “REQUISITOS. La confesión deberá reunir los siguientes requisitos: // 1o) Que sea hecha ante funcionario judicial. // 2o) Que la persona este asistida por defensor. // 3o) Que la persona haya sido informada del derecho a no declarar contra sí misma. // 4o) Que se haga en forma consciente y libre”.





� Ese artículo disponía: “FUNCIONARIOS QUE INTERVIENEN EN LA INVESTIGACIÓN PREVIA. En la investigación previa intervienen quienes ejerzan funciones de policía judicial, bajo de dirección del fiscal, las unidades de fiscalía y el Ministerio Público”.


� El artículo 388 del Decreto Ley 2700 de 1991, vigente para cuando se impuso la medida (la medida se le impuso a la actora el 15 de enero de 2001, fls. 421 a 426, c. 2), sólo exigía un indicio grave en contra del sindicado.





� El artículo 397 de Ley 600 de 2000, vigente para cuando se decretó la resolución de acusación (esa providencia se dictó el 19 de septiembre de 2002, fls. 648 a 657, c. 2), disponía: “REQUISITOS SUSTANCIALES DE LA RESOLUCIÓN DE ACUSACIÓN. El Fiscal General de la Nación o su delegado dictarán resolución de acusación cuando esté demostrada la ocurrencia del hecho y exista confesión, testimonio que ofrezca serios motivos de credibilidad, indicios graves, documento, peritación o cualquier otro medio probatorio que señale la responsabilidad del sindicado”.


� Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 17 de octubre de 2013, exp. 23.354, M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 





� Sobre la culpa exclusiva de la víctima como causal eximente de responsabilidad en casos de privación injusta de la libertad, véase: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 26 de febrero de 2014, exp. 29541, C.P. Enrique Gil Botero; Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 11 de julio de 2013, exp. 27463, C.P. Enrique Gil Botero; Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 13 de abril de 2011, exp. 19889, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 30 de marzo de 2011, exp. 19565, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; Sección Tercera, sentencia del 13 de mayo de 2009, exp. 17188, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.





� “La ley distingue tres especies de culpa y descuido: Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo. Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa. Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro” (subrayas fuera de texto).





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 18 de febrero de 2010, exp. 17933, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� REYES ECHANDÍA, Alfonso. Culpabilidad, Tercera Edición, Editorial Temis, Bogotá, 1998, p. 43.





� ALESSANDRI R., Arturo; SOMARRIVA U, Manuel y VODANOMIC H., Antonio. Tratado de la Obligaciones, Volumen II, Segunda Edición, Ed. Jurídica de Chile, 2004, p. 265.  


� Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado mediante Ley 74 de 1968 y en vigor en Colombia desde el 3 de enero de 1976. Artículo 14.6. “Cuando una sentencia condenatoria en firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido” (se destaca).


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 2 de mayo de 2016, exp. 40.190, M.P. Ramiro Pazos Guerrero.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 2 de mayo de 2016, exp. 36.858, M.P. Stella Conto Díaz del Castillo. En esa oportunidad se precisó que: “Todo lo anterior permite a esta Sala afirmar que el señor José Manuel Méndez Romero no puede abogar por la reparación del daño sufrido, si se considera su activa participación en el conflicto armado sufrido en la región de Montes de María, concretamente en el corregimiento de El Salado en el municipio de El Carmen de Bolívar, el día 23 de marzo de 1997. Esto es así en tanto que los diferentes medios de prueba decretados en esta instancia y puesto de presente, así lo evidencian. // Se concluye en consecuencia que el actor incurrió en dolo, conforme al artículo 63 del Código Civil, esto, desconoció las reglas de convivencia y los deberes constitucionales previstos en los artículos 83 y 95 constitucionales, en particular el derecho a la paz (art. 22 ibídem), que exige a todos los asociados contribuir con la convivencia pacífica, como lo dispone el artículo 2 Superior”. 





